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SENTENCIA DICTADA POR EL PLENO CASATORIO CIVIL REALIZADO 
POR LA SALA PLENA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA 

REPÚBLICA DE PERÚ 

    
Casación N' 2229-2008-Lambayeque 

PA En la ciudad de Lima, Perú, a los veintitrés días dei mes de 
A octubre de dos mil ocho, los señores vocales supremos, reunidos en 

sesión de Pleno Casatorio, por unanimidad han expedido la 
siguiente sentencia, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 400% 

Ú del Código Procesal Civil. 

Vista que fue la causa en audiencia pública del Pleno 
asatorio de fecha dieciocho de septiembre del año en Curso; 

oídos que fueron los informes orales de los abogados de ambas 
Y partes: discutida y deliberada que fue la causa, SE RESUELVE: 

/ 

/ e INTRODUCCIÓN: 
) 

| 
1.- A fojas ciento veinte a ciento veintiséis corre la 
demanda interpuesta por Rafael Agustín  Lluncor 
Castellanos y Gladys Filomena Lluncor Moloche contra 
Guillermo Cepeda Villarreal: María Emilia Yzaga Pérez: 

  

Guillermo Cepeda Yzaga; María Emilia Cepeda Yzaga: 
María del Pilar Cepeda Yzaga; Rodrigo Cepeda Yzaga: 
Hugo Jesús Alberto Arbulú Arbulú; Otilia  Arbaiza 
Aguinaga; Delia Marcela Arbulú Arbulú; Marco Antonio    
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Burga Bravo; Leopoldo Edgardo Arbulú Arbulú y Silvia 

Ortega Ortega. 

El petitorio de la demanda está dirigido a que se les 

declare, vía prescripción adquisitiva de dominio, 

propietarios del inmueble sito en la calle Manuel María 

Ízaga número setecientos sesenta y nueve, Chiclayo. 

2.- Manifiestan que en el año 1943, don Rafael Llúncor 

Castellanos entró en posesión del inmueble en litigio, 

conocido entonces como calle María Ízaga N* 126, la 

cual se identifica ahora con el N* 769, posesión que le 

entregó María Eugenia Ízaga de Pardo, ya fallecida, en 

reconocimiento de los servicios laborales que le prestaba. 

Ácota que en dicho inmueble nacieron sus hijos, 

manteniendo hasta la fecha la posesión del mismo y 

conduciéndolo como propietario en forma continua, 

quieta, pacífica y de buena fe por más de sesenta años, 

siendo el único patrimonio con el que cuenta, habiendo 

realizado innovaciones en el predio a raíz de la 

ampliación de la calle María Ízaga, teniendo en la 

actualidad un área total de 31.51 metros cuadrados. 

3.- Finalmente señalan los accionantes que los que 

aparecen como titulares registrales del predio en litigio 

nunca lo han ocupado, por el contrario en forma “ladina 

y punible” los demandados Arbulú Arbulú incluyeron el 

predio en litigio dentro de propiedad signada en la Calle 

siete de enero. 
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4.- Admitida a trámite la demanda se corre traslado a los 

  

emplazados, siendo contestada a fojas doscientos cinco 

por Hugo Jesús Arbulú Arbulú, quien señala que los 

emandantes saben que el bien materia de litigio tiene 

    

  

propietario y que carecen de justo título, habiendo 

recibido los descendientes la propiedad de dicho predio, 

por lo que es falso que los accionantes hayan ejercido 

algún derecho de propiedad sobre el bien inmueble; 

¡y asimismo, el recurrente tiene mejor derecho de 

propiedad sobre el inmueble que la familia Cepeda 

Yzaga por estar inscrito su derecho con mayor 

antigúedad y que los demandantes vienen ocupando el 

inmueble por haber suscrito un contrato de 

    

                    

   

    

arrendamiento con el representante del señor Guillermo 

Cepeda Yzaga. 

5.- A fojas cuatrocientos quince, se apersona Guillermo 

Cepeda Yzaga, representado por Luis Gómez Pereda y 

Carlos Gómez Paredes, solicitando se declare infundada 

la demanda, puesto que los accionantes poseen el 

inmueble a título de arrendatarios y no de propietarios, 

por ende no pueden adquirir la propiedad del bien vía 

prescripción adquisitiva de dominio, siendo los actuales 

propietarios los hermanos Guillermo, María, Emilia, María 

del Pilar y Rodrigo Cepeda Yzaga, los que han ejercido 

¡fal derecho sobre le inmueble, habiendo obtenido la 

rectificación judicial del área del predio. Asimismo, el 

año mil novecientos noventa y ocho iniciaron proceso 

IU por falta Ne contra los demandantes, 
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proceso que concluyó por conciliación extraprocesal, al 

haber cancelado los recibos de alquiler hasta julio del 

año dos mil uno. 

   

  

.- Mediante sentencia del 01 de junio de 2006 (fojas 614) 

se declaró infundada la demanda interpuesta por los 

accionantes, dado que de lo actuado en el proceso 

acompañado sobre rectificación de área (expediente 

7 1457-2000), se aprecia que en la Audiencia de Pruebas 

> del 25 de septiembre de 2000 (fojas 202 a 205 del citado 

proceso) el ahora demandante reconoció que ocupaba 

el inmueble sito en Calle Manuel María zaga N* 769 

como inquilino, precisando que ello ocurre desde hace 

más de cuarenta años. Siendo así, se concluyó que no 

oncurría el requisito de poseer a título de dueño, toda 

     

  

       

vez que el demandante reconoció a un titular dador de 

la posesión, imposibilitando que su posesión pueda 

presumirse que es a título de propietario, por existir una 

relación de poseedor mediato a inmediato: además, se 

concluyó que tampoco podía sostenerse que la posesión 

del demandante era a título de dueño, toda vez que 

conocía del proceso de rectificación de área que, a 

fítulo de propietarios del predio en litigio, iniciaron los 

hermanos Cepeda Yzaga ante el Segundo Juzgado Civil 
: : de Chiclayo. 

/ A , En relación a la codemandante Gladys Filomena Llúncor 

| | o / uooce el A quo estableció que en su condición de 

f* hija, en realidad es una servidora de la posesión y como 

E al 
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poseedora y, por tanto, tampoco puede adquirir un bien 

por prescripción. 

     
.- La sentencia aludida fue apelada únicamente por la 

codemandante Gladys Filomena Llúncor Moloche, en 

atención a lo cual la Primera Sala Civil de Lambayeque!, 

mediante sentencia de vista del 25 de octubre de dos mil 

seis (fojas 735), declaró nula la sentencia apelada en el 

/ +. extremo que declaró infundada la demanda interpuesta 

por Gladys Filomena Llúncor Moloche, ordenando que el 

Á quo emita nueva sentencia, toda vez que en ella se 

había determinado que la apelante tenía la condición 

N de “servidora de la posesión”, situación que no fue 

expuesta como fundamento de la contestación de 

demanda ni fue fijada como punto controvertido, por lo 

    

  

que se imposibilitó la defensa en cuanto a dicha 

/) e imputación, infringiéndose el inciso 3 del artículo 122* del US 
Código Procesal Civil. 

   O El Colegiado dejó establecido que lo resuelto en 

OS primera instancia respecto al señor Rafael Agustín Llúncor 

y Castellanos no podía ser objeto de pronunciamiento en 

¡ - razón de que éste no había apelado la sentencia y por 

tanto ésta tenía la calidad de Cosa Juzgada, por lo que 

la nulidad versaba únicamente en lo que concermía a la 

apelante. 

  

  

Da tribunal estaba conformado por los vocales Balcázar telada, Zamora 
Pe onte y Silva Muñoz, teniende como ponente a este último. 

al DN 6 de 55 
v 

 



Corte Suprema de Justicia de la República 
Pleno Casatorio Civil 

8.- Devueltos que fueron los autos al juzgado de origen, 

Cuarto Juzgado en lo Civil de Lambayeque, mediante 

resolución número cincuenta y cuatro, del 30 de enero 

de 2007, dicta nueva sentencia declarando infundada la 

“demanda, al considerar, entre otros aspectos, que quien 

ejerce realmente la posesión es el señor Rafael Lluncor 

Moloche y no su hija codemandante, por haber vivido en 

  

el inmueble en calidad de tal, condición que le impide A 

ES adquirir el predio por prescripción, dado que no cumple 

0 con el requisito de conducirse como propietaria como lo 

señala el artículo novecientos cincuenta del Código Civil. 

l Además, lo pretendido por los demandantes implicaría 

     

rear la singular figura de dos poseedores en forma 

paralela y universal de un mismo bien, ambos con 

derechos independientes, con la facultad de iniciar, 

cada cual por su lado procesos de prescripción, 

pretensión que resultaría manifiestamente improcedente. 

9.- Apelada que fuera la citada resolución, la Primera 

sala Civil de Lambayeque?, mediante sentencia de vista 

del 25 de enero del 2008, confirma la alzada en todos sus 

extremos, sustentándose en los mismos fundamentos de la 

recurrida y acotando que el acto de posesión, como 

propietario, debe ser de manera exclusiva y con el 

carácter de excluyente, por lo que no puede concurrir en 

paralelo otro acto de posesión también como propietario 

del otro peticionante, habiéndose pronunciado sobre 

  

2 En esta oportunidad el colégidyo estuvo integrado por los vocales Balcázar 
elada, Peralta Cueyea. la Qruz Ríos, siendo ponente el primero de los 
nombrados. E 
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este hecho la Corte Suprema en la Casación N* 3140- 

2000, del 20 de marzo de 2001, en la cual se indicó que 

de acuerdo al artículo 950% del Código Civil, la propiedad 

mueble se adquiere por prescripción, cuando la 

    

  

posesión sea exclusiva y como propietaria por parte de 

quien demanda la prescripción, por lo que cuando la 

posesión es compartida con otra persona natural o 

P jurídica, resulta evidente que no hay una posesión 

exclusiva y como propietario: en consecuencia, a criterio 

de la Sala Superior, la demanda no resultaba atendible, 

toda vez que la codemandante no estaba ejerciendo la 

: posesión como sucedánea de su padre sino en conjunto 

con él. 

    

   
Dicha resolución es la que vino en Recurso de Casación por la 

demandante Gladys Filomena Lluncor Moloche conforme se Y 

” procede a describir a continuación respecto a los fundamentos 

grimidos por la parte impugnante. 

   

No 

1l.- MATERIA DEL RECURSO: 

- DO Se trata del recurso de casación interpuesto por doña Gladys 

Ñ Filomena Lluncor Moloche, contra la sentencia de vista de fojas 

Yo - chocientos treinta y tres a ochocientos treinta y cuatro, expedida 

¡// el 25 de enero de 2008, por la Primera Sala Civil de la Corte Superior 

de Justicia de Lambayeque. 

ES 
e 

o
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I1l.- FUNDAMENTOS DEL RECURSO: 

Por resolución del 03 de julio de 2008, expedida por la Sala 

Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República, 

  

    
declaró procedente el recurso de casación por las causales 

previstas en los incisos 1, 2 y 3 del artículo 386" del Código Procesal 

Civil, al haberse satisfecho los requisitos de fondo regulados por los 

incisos 2.1, 2.2 y 2.3 del artículo 388* del mismo cuerpo legal, por los 

fundamentos siguientes: 

1.- Contravención a las normas que garantizan el derecho a 

] un debido proceso: 
/ 
E Señala la impugnante que la recurrida infringe las reglas del 

silogismo jurídico y de la inferencia, pues se ampara en una 

sentencia de casación para establecer que la posesión 

  

    ebe ser exclusiva, cuando ello no se verifica de las 

premisas del artículo 950% del Código Civil: se usurpa la 

función del legislador al haber modificado dicho dispositivo 

legal introduciendo un requisito ajeno e incurre en ese 

razonamiento al hacerlo depender de una sola ejecutoria 

e no es doctrina jurisprudencial de acuerdo a los términos 

previstos por el artículo 400? del Código Procesal Civil, por lo 

que el artículo 22* de la Ley Orgánica del Poder Judicial no 

puede prevalecer sobre la precitada norma. 

2.- Interpretación errónea del artículo 950? del Código Civil: 

Indica la recurrente que al crearse un nuevo requisito legal, 

que implica una restricción al derecho de prescribir y 

transgrede el principio constitucional de no discriminación y 

vulnera por omisión el artículo 899% del Código Civil que 

    
ho $ustantivo a la coposesión, 
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según los comentarios de los juristas que cita y propone 
A
R
 

como interpretación correcta, que el artículo 950% del 
citado cuerpo sustantivo, señala que la posesión debe reunir 
res caracteres: continua, pacífica y pública y que no     excluye del derecho de prescribir un inmueble al 

.Ccoposeedor. 

A Po 3.- La inaplicación de normas de derecho material: 
7 Manifiesta la impugnante que se ha inaplicado el artículo 

x 899 del Código Civil el cual regula el instituto de la 
coposesión y representa la fuente legitimadora de su 

derecho. 

IV.- DELA CONVOCATORIA AL PLENO CASATORIO: 

1.- Mediante la misma resolución que declara procedente el 
recurso de Casación, la Sala Civil Permanente, dispuso remitir los 
actuados al señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la 
República para que se sirva convocar a Pleno Casatorio de    nformidad con lo dispuesto por el artículo 400% del Código 

HFrocesal Civil, a fin que se constituya doctrina jurisprudencial sobre 
! el caso materia de autos. 

  

2.- Por Resolución N* 01-2008-1-Pleno Casatorio-P-CS-PJ, del 07 de 
agosto de 2008, publicada en el diario oficial El Peruano el 28 del 
mismo mes y año, la Presidencia del Poder Judicial, de acuerdo a 
lo dispuesto por el primer párrato del artículo 400% del Código 
Procesal Civil, convoca     
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presente proceso, la misma que se realizó el 18 de septiembre de 

2008, habiendo sido designado como Vocal ponente el señor 

  

Manuel Sánchez-Palacios Paiva. 

    

V.- CONSIDERACIONES: 

1.- Habiéndose invocado vicios in iudicando e in procedendo 

como fundamentación de los agravios y atendiendo a sus efectos, 
es menester realizar primero el estudio de la primera causal (de 
acuerdo orden mencionado en el auto que califica el recurso 

nterpuesto), dados los alcances de la decisión, pues en caso de 

      

    

ampararse la misma, esto es si se declara fundada la Casación por 
dicha causal, deberán reenviarse los actuados a la instancia de 

origen para que proceda de acuerdo a lo resuelto, no teniendo 

—_Stjeto pronunciarse en lo que concierne a la causal de 
O interpretación y aplicación de normas materiales. 

2.- El asunto a dilucidarse en este proceso se centra en esclarecer 

si se ha incurrido en un errado razonamiento al momento de 

fundamentar la segunda sentencia de mérito, así como el haber 

incurrido en errónea interpretación de una norma de derecho 

material e inaplicado otra que resultaba pertinente al caso de 

  

autos. 

Para tal cometido se hace necesario tener como puntos de 

  

    debate o análisis las instituciones jurídicas de la posesión, la 

propiedad y la usucapión en el ámbito del derecho sustancial, en 

ho nto que como cuestió A se abordará el debido proceso, 

Ñ 
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la motivación de las resoluciones judiciales y la figura del 
litisconsorcio necesario activo. 

  

DE LA CONTRAVENCIÓN A LAS NORMAS QUE GARANTIZAN EL 

  

    
HO A UN DEBIDO PROCESO. 

3.- Conforme a lo alegado por la recurrente, se acusa en la 
sentencia de vista que se ha incurrido en contravención a las 

: normas que garantizan el derecho a un debido proceso por 
“presentar una motivación insuficiente, contraponiéndose al 
principio de la debida motivación legal, puesto que se ha 
sustentado en una sentencia casatoria que no tiene fuerza 

! vinculante de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 22% de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial (LOPJ), además de haberse concluido, 
de manera contraria al texto expreso del artículo 950% del Código 
Civil, que la posesión debe ser exclusiva, cuando en las premisas de 
dicha norma no se exige tal requisito. 

: DE a.1.- El debido proceso: aspecto formal y sustancial. 
AS 

xá/- Con antecedentes que se remontan hasta el siglo Xill, la 
garantía constitucional del debido proceso —aún sin esa nomenclatura 
cuando en 1215 la Carta Magna del rey Juan Sin Tierra otorgó a los nobles o ingleses la garantía de que "ningún hombre libre podrá ser apresado, puesto en 
prisión ni desposeído de sus bienes, costumbres y libertades, sino en virtud del 

/ juicio de sus pares, según la ley del país” [Cláusula 48)- es reconocida en 
nuestra legislación en el artículo 139, inciso 3, de la Constitución 
Política del Estado. 

5.- De su inicial concepto como garantía procesal de la libertad 

   



Corte Suprema de Justicia de la República 
Pleno Casatorio Civil 

extensión desde fines del siglo XIX, hasta llegar a constituirse en una garantía de fondo (general limitation), garantía sustantiva y patrón 
de justiciad reconocida en los principales pactos y tratados 

     

  

nternacionales, entre los que cabe destacar los artículos 8% y 109 
de la Declaración Universal de los Derechos del Hombre, artículo 62 
del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos o Humanos y Libertades Fundamentales y artículo 14% del Pacto A internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

a.2.- De la motivación de las resoluciones: 

6.- El tema de la motivación de las sentencias y de las resoluciones 
en general, como es sabido, no ha tenido una alongada práctica 
en el mundo jurídico, sino que la misma ha sido una conquista de la 
iudadanía prácticamente a finales del siglo XVIII, si bien es cierto 

  

    

   

que en nuestra tradición jurídico castellana tenemos antecedentes 
históricos en cuanto a la exigencia de la motivación de las 

Pos sentencias, ese no fue el talante de todos los ordenamientos 
jurídicos europeos. 

LX 

7. En efecto, la obligación de motivación de las sentencias es el 
Tesultado de una larga y conflictiva evolución históricas, puesto 
que los reinos europeos, fieles a los principios del ius commune no 

  

3 Cf. Linares, Juan Francisco, Razonabilidad de las Leyes. El “debido proceso” como garantía innominada en la Constitución Argentina. Buenos Aires, 1970, pp. 15 - 22. 
1 * Resultan ilustrativos al respecto los sesudos trabajos de: Colomer Hernández, ? Ignacio, La motivación de las sentencias: Sus exigencias constitucionales y legales, Valencia, Tirant lo Blanch, 2003, p. 60 y ss.; Garriga, Carlos y Marta Lorente, "El juez y la ley: La motivación de las sentencias (Castilla, 1489-España, 1855)" en: Anuario de la Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma de Madrid, N* 1, 1997, p.97 y ss, e Igartua Salaverría, Juan, La motivación de las sentencias, imperativo constitucional, Madrid, Centro de estudios políticos y constitucionales, (2003. 

( 
Ñ 
A 
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fenían por función motivar sus sentencias, dado que la actividad 
de juzgar era una tarea reservada a la nobleza, por lo que el 
fundamento y respaldo de la actividad de un juez se encontraba 

su prestigio social, además que tal comportamiento se debía, 
2 1ambién, a la Decretal Sicut Nobis de Inocencio lll dictada el año 
1199, de cuyo texto los comentaristas dedujeron el principio de 
derecho común según el cual iudex non tenetur exprimere causam 
in sentencia. 

8.- Empero, tal uso judicial, de la no motivación, no fue de general 
proceder en todos los reinos europeos, dado que en algunos casos 
se hacía excepciones a tal regla, siendo ejemplo emblemático de 

( ello el reino de Aragón (por el origen contractual de su monarquía), 
el cual sí se llegó a obligar a los jueces y tribunales a motivar sus     

  

    

    

  

entenciasé; por lo que en la España tardo medieval coexistieron 
dos regímenes totalmente diferenciados, por un lado el Castellano 
que no contemplaba la obligación de motivar las sentencias y por 
el otro, el Aragonés que sí lo exigía, hasta que se dio la unificación 
normativa en el siglo XVII, iniciada con los Decretos de Nueva 

y Planta, lo que se tradujo en la generalización de la prohibición de 
Ujustificar las sentencia a todo el territorio español”. 

9.- No es sino hasta la llegada de la Revolución francesa cuando se 

introduce definitivamente la obligatoriedad de fundamentar las 

sentencias, y se hace a través de la Ley del 24 de agosto de 1790, 

con la clara intención de someter la actuación del juez a la ley, a 
> gueno de la antigua forma de actuar del antiguo Régimen, 

  

, ” Cf. Colomer Hernández, Ob. pa p. 64, 
e Cf. Garriga y Lorente, Ob. city 01. 

per Colomer, Ob. cit., e Ns 
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ado que el no motivar constituía un elemento esencial para un 
ejercicio arbitrario del poder por parte de los juecest, 

- Bien se dice que cuando se empezó a exigir la motivación de 
sentencias se perseguía tres funciones esenciales: la primera, 

—- tutelar el interés público, porque se concebía la posibilidad de 
anular la sentencia por notoria injusticia: la segunda, era el permitir 
a las partes y a la sociedad en general que pudiesen apreciar las ] justicia de la sentencia redactada, con el objeto que los 

OS destinatarios pudieren aprehender y valorar lo ajustado a Derecho 
de la sentencia, a efectos de ponderar una posible impugnación 
de la misma, y la tercera, el expresarse en la sentencia la causa 
determinante de la decisión, resolvía el problema de saber entre 
las varias acciones o excepciones formuladas cuáles habían sido 

gidas por el juez para condenar o absolver. 

    

    

   
    

  

11.- Nuestro ordenamiento legal no ha sido ajeno a tal exigencia, 
puesto que desde los albores de nuestra República, en la 

Constitución de 1828, ya se estipulaba en su artículo 122% que los 
_ ¿cios civiles deberían ser públicos, los jueces deliberarían en 
“secreto, pero las sentencias serían motivadas y se pronunciaban en 

| audiencia pública. Garantía ésta que se ha mantenido incólume | A hasta nuestros días: es más, ha tenido un mayor espectro de mm aplicación como toda garantía dentro de un Estado Constitucional 
  

$ Ibídem, pp. 65-66. Bien se dice respecto a la discrecionalidad Que “es muy ipaportante recordar que la presencia creciente de discrecionalidad ni proporciona inmunidad no s equivalente 1 una toma de decisiones arbitraria, por el contrario. su existencia, correlativa al 
? existencia de controles juridicos y sociales críticos e inescindible de la exigencia de mayores cuotas de responsabilidad por quienes son titulares de un poder de decisión.” Cf. Añón, José María, “Notas sobre la discrecionalidad y legitimación", en: Doxa, N's 15-16, . 1994, p. 902. 

ct Colomer, Ob. cit., p. 
¿ 
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A
 

y Social de Derecho, por lo que el inciso 5 del artículo 139% de 

Nuestra actual Constitución prescribe que es un principio de la 

función jurisdiccional la motivación escrita de las resoluciones 

judiciales en todas las instancias, excepto los decretos de mero 

mite, con mención expresa de la ley aplicable y de los     

  

undamentos de hecho en que se sustentan!0, 

12.- En ese mismo sentido se pronuncian el artículo 12% de la Ley 

A Orgánica del Poder Judicial (LOPJ] y el artículo 122% del Código 

_ Procesal Civil, textos mormativos que señalan los requisitos 

esenciales para la validez de toda resolución judicial, puesto que su 

incumplimiento acarrea la nulidad de la misma, puesto que de otro 

modo no es posible que sean pasibles de cuestionamiento por 

| parte de quienes se sientan afectados con las decisiones 

ptadas por los jueces. 

    
     

13.- Ahora bien, en doctrina se suele mencionar que la función de 

la motivación puede ser en su dimensión endoprocesal o en su 

dimensión extraprocesal; se dará la primera cuando esté 

[encaminada a permitir un control técnico jurídico de la decisión 

- judicial, que sucesivamente desarrollarán los litigantes [control 

orivado) y los órganos jurisdiccionales superiores (control 

institucional); en tanto que la segunda engloba el conjunto de 

  

10 Se dice que: “Entendida como instrumento para evitar la arbitrariedad del 

poder, la motivación adquiere, además, Una particular importancia merced a la 

evalvación que ha conocido el Estado de Derecho en el constitucionalismo, un 

modelo de Estado que encuentra su legitimidad (externa) en la protección de 
los individuos y sus derechos, y que, al consagrar esos derechos en el nivel 

jurídico más alto, la Constitución, condiciona también la legitimidad (interna) de 
los actos del poder a la protección de esos derechos. la motivación cobra 

entonces una dimensión político-jurídica garantista, de tutela de los derechos." 

Cf. Gascón Abellán, Marinq; Nec os en el derecho. Bases argumentales de la 
E 2* ed., Barcelon os Recht 2004, p. 192. 
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/ 

¿ 

/ 
funciones que cumple la motivación fuera del ámbito del proceso, 
dado que hace referencia a las consecuencias e impacto que el 

dictado de una resolución jurisdiccional tiene a nivel social! 
puesto que, como dice Igartua Salaverría, ni las partes, ni sus 

    

  

estino - de las motivaciones de las sentencias, dado que estas ; 

también van dirigidas al público!?, 

En suma, motivar significa indicar el motivo por el que ha sido e 

dictada una decisión, por lo que siendo obligación de los jueces 

dictar decisiones que sean conformes al derecho, se debe presumir 
que el motivo por el que ha sido dictada una determinada 

decisión, en vez de otra distinta, consiste en que el juez que la ha 
N dictado de tal modo, considera que la misma es conforme con el 

deregho. Por lo tanto, cuando el derecho establece que el juez    

    

  

   

   

dicta una decisión debe motivarla, lo que le está exigiendo es 
que indique el motivo por el que él considera que dicha decisión es 

conforme al derecho!3. 

14.- A nivel doctrinario se acepta que la motivación de las 
¿6ñtencias cumple múltiples finalidades, así por ejemplo: a) Permite 

ebcontrol de la actividad jurisdiccional por parte de la opinión 

pública, cumpliendo de este modo con el requisito de publicidad 
3 esperado; b) Hace patente el sometimiento del juez al imperio de 

| la ley; e) Logra el convencimiento de las partes sobre la justicia y 

corrección de la decisión judicial, eliminando la sensación de 
arbitrariedad y estableciendo su razonabilidad, al conocer el 

  

1! Cf. Colomer, Ob. cit., p. 124. 
/'2 Cf. Igartua Salaverría, Ob. cit., p, 24. 

3 Cf. Hernández Marín, Rafael, Lás o ¡gaciones básicas de los jueces, Barcelona, 
arcial Pons, 2005, p. 145, 
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porqué concreto de su contenido: d) Permite la efectividad de los 

recursos por las partes; y e) Garantiza la posibilidad de control de la 

resolución judicial por los tribunales superiores que conozcan de los 

correspondientes recursos!!, 

LAZ 
LL rganos jurisdiccionales una argumentación extensa, exhaustiva o 

Finalmente, se ha expresado que no se trata de exigir a los    
   

  

pormenorizada que vaya respondiendo, punto por punto, a cada 

una de las alegaciones de las partes, ni impedir la fundamentación 

concisa o escueta que en cada caso estimen suficiente quienes 

/ . | ejercen la potestad jurisdiccional, ya que la exigencia de 

e * motivación no implica necesariamente una contestación judicial 

expresa a todas y cada una de las alegaciones de las partes!5, 

' 15.- Ahora, ingresando específicamente al fundamento del recurso 

Casación en lo concerniente a la causal por vicio in 

procedendo, se acusa a la Sala Superior de contravención a las 

normas que garantizan el derecho a un debido proceso por 

, presentar una motivación insuficiente, contraponiéndose al 

íncipio de la debida motivación legal, puesto que se ha 

ustentado en una sentencia casatoria que no tiene fuerza 

vinculante de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 22* de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial (LOPJ), con el fin de confirmar la 

sentencia apelada que desestima la demanda, además de 

haberse concluido, de manera contraria al texto expreso del 

artículo 950% del Código Civil, que la posesión debe ser exclusiva, 

cuando en las premisas de dicha norma legal no se exige el 

  

  

   
   
   

  

14 Cf. Chamorro Bernal, Francisco, La tutela judicial efectiva. Derechos y 
garantías procesales derivados del artículo 24.1 de la constitución, Barcelona, 
Bosch, 1994, p. 205, y Picó i_Junoy, Joan, Las garantías constitucionales del 

proceso, Barcelona, Bosch, 1997, Pr64. 

15 Cf. Picó i Junoy, Ob. ci 
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cumplimiento de tal requisito, por no estar contemplado en su 

texto. 

16.- Los interrogantes que prorumpen de lo expuesto son: ¿La 

   
-judiciales?, ¿el acierto o desacierto en un decisión jurisdiccional / 

Y ' afecta el derecho a un debido proceso? 

" 17.- Con relación a la primera cuestión, evidentemente que la 

discrepancia de criterios entre los órganos resolutores no puede dar 

pie a considerar que se ha afectado el debido proceso, puesto 

que, precisamente, las decisiones judiciales se sustentan en criterios 

Jurisdiccionales; ergo, el hecho que se haya aplicado tal o cual 

       
a y que la misma haya sido interpretada de una manera 

diferente a la esperada por la parte interesada, prima facie no 

puede colegirse que se haya afectado el debido proceso, puesto 

que para eso existen los medios impugnativos previstos por ley y en 

+ o Caso el órgano revisor revocará la decisión cuestionada si es 

e no comparte los criterios allí expuestos. 

— Por lo tanto, la disconformidad en la apreciación de los 

hechos o en la calificación jurídica no puede, de ningún modo, 

considerarse como un medio de afectación al debido proceso. 

18.- En lo tocante a la segunda y tercera preguntas: en primer lugar 

debe dejarse sentado el hecho que la interpretación errónea de 

una norma de derecho material es causal de casación específica 

en nuestro ordenamiento poor! la misma que también ha sido 
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denunciada por la recurrente, por lo que mal puede alegarse el 

mismo argumento para sustentar la afectación al debido proceso, 

dado que el tratamiento procesal es diferente para una y otra 

nuncia. En segundo término, se sostiene que la interpretación del 

    

    

tículo 950% del Código Civil evidenciaría una motivación 

Insuficiente, aserto éste que deviene en inasible, toda vez que en el 

fondo se estaría reclamando que no ha existido una tutela judicial 

“efectiva, pero este derecho se define o conceptúa como uno 

4 dirigido a la obtención de una resolución judicial fundada, sin 

/ Go incluirse en él un derecho al acierto de los órganos jurisdiccionales 

en la aplicación o interpretación de la legalidad! en 

consecuencia, cuando se analiza la debido motivación no se 

ingresa a cuestionar si una norma fue bien o mal interpretada o 

| aplicada, sino si es que el juzgador ha sustentado las razones por 

cuales considera que esa o esas normas legales deben sustentar 

u fallo, por lo que su pertinencia o no en el caso concreto será 

materia de análisis en las otras denuncias casatorias. 

/ A9.- Sobre la invocación de la Casación N* 3140- 2000 por la Sala 

“Superior para confirmar la apelada, sin duda que la misma resulta 

“impertinente a la presente litis, puesto que de la lectura de la 

Ñ misma se verifica que los hechos y la materia de controversia son 

| 7 totalmente diferentes al caso sometido a la presente casación, 

además de no ajustarse dicha resolución suprema a lo 

   
      

  

preceptuado por el artículo 22? de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial (LOPJ), dado que, en ninguna parte de su texto se indica 

que lo decidido tenga efecto vinculante en materia civil, esto es, 

  

or todo conviene consultar la 4bra Yu citada de Picó i Junoy, p. 65. 
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que a través de ela se estén estatuyendo principios 

jurisprudenciales”?. 

En efecto, en el citado proceso judicial, la parte que 
actuaba como demandante (pretendiendo la usucapión) poseía 

    

  

inmueble conjuntamente con su contraparte (contra quien 

pretendía usucapir). En otros términos, un coposeedor intentaba ser 

declarado propietario vía prescripción adquisitiva de dominio en 

- desmedro de su similar, hecho radicalmente diferente al que es y 

/ n materia del presente caso. 

20.- Ahora bien, ¿este dislate cometido por el tribunal superior 

puede dar lugar a casar la sentencia por indebida motivación?, 

consideramos que no es viable, no porque el Ad quem no haya 

incurrido en evidente desatino en otorgarle un efecto vinculante a 

resolución que no tiene tal calidad, sino que este Pleno 

Casatorio debe analizar los efectos prácticos (trascendencia del 

agravio denunciado) que conllevaría el anular la sentencia de vista 

por esa sola formalidad; esto es, si la nulidad a declararse (como 

efecto de la casación) haría que el sentido del fallo se vea 

sustancialmente modificado, de otro modo no tendría razón de ser, 

que luego de casada la de vista se vuelva a resolver en el mismo 

“sentido. 

  

21.- Desde nuestro punto de vista la referencia que hace la Sala 

Superior a la citada Casación no se configura como un elemento 

  

1 Hay que dejar constancia que existen errores en la numeración de los 
/ considerandos en la sentencia de vista, puesto que luego del cuarto 
considerando debía seguir, por lógica, el quinto y así sucesivamente, lo que no 
ha ocurrido dado que se ha consignado sexto, quinto, sexto, sétfimo y octavo, 
errores que no resultan relevantes para el análisis de la citada sentencia, toda 
ez que se advierte que los párrafos guardan una relación consecutiva.     
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asilar de la sentencia recurrida, sino que la usa como argumento 

de autoridad; razón por la que, aún en el hipotético caso que no la 

hubieran mencionado siquiera, los demás considerandos de la 

    
    

ntencia se explican por sí solos (al margen de si se comparte o no 

losyCriterios expuestos en ellos), habida cuenta que se sostienen 

adtónomamente y no son dependientes de la alusión a la 

“ sentencia casatoria. Reiterando, los considerandos restantes no 

van embretados a la cita que se hace de la aludida sentencia de 

Y Casación. Ergo, no siendo sustancial la referencia a la resolución 

casatoria N* 3140-2000 (por cierto eradamente invocada), no se 

considera suficiente para dar paso a la denuncia planteada por la 

recurrente 

0 En suma, la causal de contravención al debido proceso no 

ha prosperado de acuerdo a las razones precedentemente 

xpuestas, por lo que debe ser desestimada; debiéndose pasar al 

      estudio de las siguientes causales que sustentan el recurso de 

Casación. 

- DELA POSESIÓN, LA PROPIEDAD Y OTRAS INSTITUCIONES AFINES. 

Como quiera que en el presente caso no sólo se viene 

discutiendo la calidad de poseedores de los accionantes, sino 

también de usucapientes, consideramos necesario abordar 

someramente algunas cuestiones relacionadas con las instituciones 

jurídicas de la posesión y de la propiedad. 

b.1.- La posesión: 

22.- Como referente legislativo básico en nuestro ordenamiento 

e 
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posesión, cuyo texto es el siguiente: “Artículo 896: La posesión es el 

ejercicio de hecho de uno o más poderes inherentes a la propiedad” 

Pues bien, como comenta Jorge Eugenio Castañeda, la 

posesión es el poder o señorío de hecho!8 que el hombre ejerce de    
   

  

era efectiva e independiente sobre las cosas, con el fin de 

  

  a 
| 18 No pretendemos ingresar a debatir sobre el tema pero es pertinente 

' mencionar que a nivel doctrinario se han suscitado amplias discusiones sobre la 
l * doble naturaleza de la posesión, COMO HECHO O COMO DERECHO O ambos a la vez, 

/ Ñ Que en palabras de García Valdecasas: “Ni siquiera en el Derecho romano es 
xa posible negar radicalmente la doble significación. En él -como el mismo Windscheid 

Z reconoce- se da lugar a las consecuencias jurídicas de la posesión en ciertos casos en que 
no existe el hecho de la posesión; no obstante la cual, las fuentes dicen que existe 
“posessio”. Si, pues, la palabra posesión tiene esa doble significación, es decir, si con ella 
se designan dos objetos de distinta naturaleza, tendremos que admitir con Savigny que la 
posesión es al mismo tiempo hecho y derecho. Con esta advertencia, sin embargo, que al 
hablar de la doble naturaleza de la posesión, no pensamos que el hecho sea al mismo 
tiempo derecho, sino que tanto uno como otro son elementos integrantes de la posesión 
en la forma y con las peculiaridades que hemos indicado al examinar la conexión 
existente entre ellos.” Cf. García Valdecasas, Guillermo, “La doble naturaleza de la 

sesión”, en: Anuario de Derecho Civil, Madrid, t. Vil, 1954, p. 817. De manera 
parecida se sostiene por otro autor que el problema debe resolver en el sentido 
de que la posesión es en su origen un hecho, una relación fáctica, una relación 
de señorío sobre la cosa; pero que a ese hecho el ordenamiento jurídico vincula 

nsecuencias jurídicas importantes. Cf. Díez-Picazo, Luis y Antonio Gullón, 
Sistema de derecho civil, volumen Ill, Derecho de las cosas y derecho inmobiliario 

jstral, reimpresión de la 6* ed., Madrid, Tecnos, 1998, p. 102. 
bién resulta sumamente ilustrativa la exposición y contrastación de ideas que 

“hace Hernández Gil en cuanto a la naturaleza jurídica de la posesión, vid: 
Hernández Gil, Antonio, La posesión como institución jurídica y social, obras 
completas, t. Il, Madrid, Espasa-Calpe, 1987, pp. 32-46. Tampoco puede dejarse de 
lado la mención a las obras capitales de Savigny y Ihering, ambas 

. impecablemente reimpresas Últimamente. Del primero ver: Tratado de la posesión 
e según los principios del derecho romano por M.F.C. de Savigny, edición y estudio 

p preliminar de José Luis Monereo Pérez, Granada, Comares, 2005, p. 19; del segundo 
o de los nombrados: La teoría de la posesión. El fundamento de la protección posesoria, 

con traducción y estudio preliminar sobre la vida y obras de Ihering por Adolfo Posada, 
Madrid, Reus S.A., 2004, y La voluntad en la posesión, con la crítica del método jurídico 

DO reinante, traducción de Adolfo Posada, Segunda parte de la teoría de la posesión, 
Madrid, Reus S.A., 2003. 
En sede nacional, los maestros sanmarquinos Romero y Castañeda, especialistas 
en la materia, se han decantado por considerar a la posesión como un derecho, 

/ siguiendo lo prescrito por el Código Civil de 1936, del cual es símil en su 
Y regulación nuestro actual corpus civil. 

7 Cf. Romero Romaña, Eleodoro, Derecho civil. Los derechos reales, 2% ed. 
! aumentada, t. |, Lima, s/f, p. 74 y Castañeda, Jorge Eugenio, Los derechos reales, 

t. |, cuarta edición, Lima, P. K nueva S. A., 1973, pp. 93-94 y 95. 

O 
7 ágina 23 de 55 
7 

— 

    

     

    
L 

    



Corte Suprema de Justicia de la República 
Pleno Casatorio Civil 

utilizarlas económicamente: poder que jurídicamente se protege 

con la prescindencia de la cuestión de saber si corresponde o no a 

la existencia de un derecho; más adelante acota que se trata de 

un poder de hecho, del ejercicio pleno o no de las facultades 

    

    

    

ñtes a la propiedad, es decir el usare, el fruere y el 

ctonsumere”?”.    ) 

Ya en el siglo decimonónico Francisco García Calderón 

señalaba que se llama posesión la tenencia o goce de una cosa o E
S
 

4 / de un derecho, con el ánimo de conservarlo para sí. No debiendo 
X 

Mx. confundirse la posesión con la propiedad, puesto que ésta consiste 

en el derecho de disponer de las cosas a su arbitrio y la posesión en 

la mera tenencia, que muchas veces no está acompañada del 

O dominio?20. 

3.- Únicamente para efectos ilustrativos, conviene mencionar que 

Y 

sobre la posesión existen las dos teorías clásicas, cuyos exponentes 

yA Savigny y lhering, para el primero la posesión es el poder que 

Tiene una persona de disponer físicamente de una cosa, 

acompañado de la intención de tenerla para sí (animus domini, 

animus rem sibi habendi). Sin el elemento volitivo, la posesión es 

simple detención, la intención es simplemente un fenómeno 

psíquico, sin repercusión en la vida jurídica. Esta posesión es lo que 

se ha pasado a denominar la teoría subjetivista de la posesión. 

Por su lado, Ihering consideraba la posesión como una 

relación de hecho, establecida entre la persona y la cosa para su 

utilización económica. No negaba la influencia de la voluntad en 

  

'? El autor sigue la definición del tratadista argentino Daniel Ovejero. Cf. 
Castañeda, Jorge Eugenio, Ob. cit., p. 101. 
0 Cf. García Calderón, Francisco, Diccionario de la legislación peruana, t. Il, 

edición facsimilar de la segu edición de 1879, Lima, Grijley, 2003, p. 1559. 
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la constitución de la posesión, pero encontraba que su acción no 

era más preponderante que en cualquier relación jurídica?!. 

24.- En palabras de Álvarez-Caperochipi, las discrepancias entre 

tas dos posiciones se afincan fundamentalmente en el análisis     

  

del animus; mientras que Savigny, en consonancia con su visión de 

4 la posesión como imagen de la propiedad, considera que el 

 animus consiste en un animus domini, esto es en una voluntad de 

señorío pleno sobre la cosa, lhering, desde su perspectiva de la 

/ A realidad de la posesión, consideraba que bastaba un puro animus 

EN possidendi; lo cual implica afirmar no sólo el valor jurídico de la 

apariencia, sino también la supremacía (o mejor la realidad) de la 

( apariencia?2,    

   

    

En atención a ello, el citado autor opina que lo decisivo en la 

posesión es ser una apariencia socialmente significativa, que 

exterioriza (manifiesta) formalmente la propiedad, y a la que se le 

Iga la adquisición, ejercicio y prueba de la propiedad (traditio, 
E 0, o,  Usucapión, tesoro, frutos, etc.). Es el reconocimiento social de la 

W voluntad inmediata (ejecutiva) decisoria sobre una cosa, es una 

o atribución primaria fundada en la propia complejidad de la fijación 

DO de la titularidad plena. No hay que partir de la posesión con una 

( visión individualista [como voluntad preferente), sino desde una 

visión global que considera el derecho como generador o 

   

  

    

    

“/tutelador de apariencia significativas?3, 

  

21 Cf. Castañeda, J. E., Ob. cit., p. 96, también Díez-Picazo, Luis, Fundamentos de 
derecho civil patrimonial volumen tercero. Las relaciones jurídico-Reales, el 
registro de la propiedad, la posesión, 4* ed., Madrid, Civitas, 1995, pp. 548-549. 
22 Cf. Álvarez Caperochipi, José A., Curso de derechos reales. Propiedad y 
posesión, t. |, Madrid, Civitas, ' p. 84. 

2 ld. p. 86. 0 
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25.- Por todo ello, la posesión cumple una función de legitimación, 

en virtud de la cual determinados comportamientos sobre las cosas 

permiten que una persona sea considerada como titular de un 

        

¡O sobre ella y pueda ejercitar en el tráfico jurídico las 

facultades derivadas de aquél, así como que los terceros pueden 

confiar en dicha apariencia. 

De igual guisa, otro de los efectos de la posesión es la 

/ “o posibilidad de su conversión en dominio o en el derecho real de 

que es manifiestamente exterior mediante la usucapión?4, 

b.2.- Formas de adquirir la posesión. 

    
   

   

   

   
   

   

26.- Se considera que la posesión se adquiere tanto a título 

originario como a título derivativo. Es originaria la adquisición 
cuando se funda en el solo acto de voluntad unilateral del 

adquirente, en cambio, es derivativa cuando se produce por una 

le intervención activa del adquirente y del precedente 
oseedor y el fenómeno adquisitivo tiene su causa y su origen en la 

disposición de ese poseedor precedentes, 

27.- Nuestro ordenamiento jurídico, en el artículo 900* del Código 
Civil, señala que la posesión se adquiere de manera derivativa (usa 
el término tradición) u originaria. Esta Última se sustentará en el solo 
acto volitivo del adquirente, en tanto que la primera requerirá la 

existencia de un poseedor que entregue la posesión y un segundo 
que la reciba. 

  

Cf. Díez-Picazo, Sistema.,... p. 98. 
25 Cf. Díez-Picazo, Fundamentos..., p. 603. 
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b.3.- La Coposesión: 

28.- Normalmente se concibe que la posesión es a título exclusivo, 

pero también es posible que se dé la figura de la coposesión, la 

a que se manifiesta cuando varias personas ejercen la 

     

    

osesión sobre el mismo bien en el mismo grado. 

/ Nuestro artículo 899% prevé esta institución jurídica cuando 
t 

DS | indica que existe coposesión cuando dos o más personas poseen 

4 Un mismo bien conjuntamente. 

IN De ello surge, en palabras de Hernández Gil, que existen dos 

notas esenciales de la coposesión, a saberse: a) la unidad del 

objeto sobre el que ostentan el poder los coposeedores y b) La 

| ( homogeneidad del poder, es decir, de la posesión. No existiendo 

posesión si el objeto aparece dividido en partes determinadas 

materialmente y atribuidas a cada sujeto, porque entonces cada 

parte asume el significado de objeto de una posesión 

independiente. Acota más adelante que la delimitación material y 

separada del uso e incompatible con la coposesión, puesto que 

ésta presupone la presencia de varios en uso no dividido, pero sí 

compartido. 

29.- Ahora bien, la indivisión puede ser derivada de la comunidad 

de bienes y en particular de la copropiedad (cuando existen una 

titularidad dominial), pero también ésta puede apreciarse como la 

indivisión de hecho, es decir, con independencia de la existencia o 

no de un derecho atribuido en régimen de cotitularidad2, a lo que 

se debe agregar que la aludida indivisión no necesariamente está 

concernida a la imposibilidad material de dividir el bien, sino que al 

X Cf. Hernández Gil, oy pp. 131 y 133. 
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hacerse referencia a tal estado es por una cuestión de hecho, 

donde no haya exclusión entre un coposeedor (o copropietario) 

frente al otro en la posesión del bien. 

30.- Es importante destacar la exigencia de la existencia “de una 

isma situación de posesión” para que llegue a constituirse una 

“coposesión”, ya que ello evidencia que insoslayablemente debe 
     

  

, existir homogeneidad en la forma en que las personas que postulan 

' ser reconocidos como coposeedores accedieron a dicha 

bos situación. En consecuencia, no existiá coposesión en aquellos 

Ñ casos en que dos o más personas ocupen físicamente un bien pero 

: el origen de la particular situación de cada uno de ellos sea 

diverso. 

Es en este contexto que se verifica que no existe 

     

   

pedimento alguno en nuestro ordenamiento legal para que dos 

o más coposeedores homogéneos puedan usucapir un bien, 

puesto que la institución jurídica que de ello se originaria sería la de 

la copropiedad. Se hace especial referencia a la homogeneidad 

en las posesiones para poder usucapir, dado que de otro modo, si 

las posesiones son de calidades diferentes, obviamente no se 

¿puede decir que existe coposesión. 

b.4.- Clases de posesión: 

31.- Nuestro ordenamiento civil nos trae una clasificación de 

posesiones y sus efectos, como se puede verificar de los artículos 

905 a 911? del Código Civil: siendo que la posesión puede ser 

mediata o inmediata, legítima o ilegítima, esta última se sub 

clasifica de buena o mala fe, y finalmente la posesión precaria, la 

misma que ha suscitado ardorosos debates a nivel nacional en 

cuanto a su ROS ón y alcances. 
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32.- La materialización de la posesión se refleja también en la forma 

de organizar y entender la concurrencia de posesiones, por ello el 

Derecho alemán concibe la posesión mediata y la inmediata que 

se disponen superpuestas en concurrencia vertical sobre la cosa, 

    

  

trándose en la base la posesión inmediata, que aporta el 

. elemento corporal sobre el que se edifica la pirámide posesoria. En 

ptros términos, el poseedor superior es poseedor por intermediación 

del sujeto que tiene la cosa, si se prefiere, éste comunica a aquél el 

Ú - - corpus necesario para elevarlo a la categoría de poseedor. 

b.4.1.- Posesión mediata e inmediata: 

33.- Bajo esa línea de ideas y estando en consonancia a la materia 

batida en el presente proceso, importa ahondar respecto a la 

posesión mediata e inmediata contemplada por el artículo 905* de 

nuestro Código Civil. 

Conforme a lo expresado por Hernández Gil, la posesión 

Inmediata es la que se ostenta o tiene a través de otra posesión 

A correspondiente a persona distinta con la que el poseedor mediato 

_ mantiene una relación de donde surge la dualidad (o pluralidad) 

, posesoria, por lo que el poseedor mediato “ostenta” o “tiene” y no 

“ejerce”, porque en la posesión mediata predomina la nota de la    

      

    

   
  

atribución o el reconocimiento antes que la del “ejercicio” 

propiamente dicho. El poseedor mediato no posee por sí solo, 

requiere el concurso (no para compartir, sino para superponerse) 

  

27 Cf. Jiménez Horwitz, Margarita, “La concurrencia de posesiones en conceptos 

diferentes sobre una misma cosa: especial referencia al articulo 463 del Código 
adrid, (. LI, 1999, p. 613. 
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e un mediador posesorio, que es el poseedor inmediato. Hay una 

A
R
 

yuxtaposición vertical y hasta, en cierto sentido, jerárquica de 

posesiones. Aunque el poseedor inmediato tiene unos poderes 

directos sobre la cosa (de ahí que sea inmediato), su posición 

  

ídica dentro de la mediación posesoria, viene determinada por 

otro u otros poseedores (mediatos)?, 

| 

j 
_  34- lo que específicamente se configura como posesión 

X / inmediata no puede darse por sí sola, fuera de la mediación; 

A. Cuando falta ésta, la inmediatividad no es un grado de la posesión, 

sino simplemente la única forma de poseer. Si para que haya un 

poseedor inmediato se requiere de un mediato, también el 

poseedor mediato requiere del inmediato, no siendo concebible 

( una posesión como mediata sin otra inmediata?”. 

b.4.2.- Servidor de la posesión: 

35.- Otro aspecto de relevancia que se debe abordar es el referido 

al servidor de la posesión que viene regulado por el artículo 897? 

del Código Civil, el mismo que no se concibe como poseedor 

porque ejerce el poder posesorio de otra persona en relación de 
f 

la dependencia o subordinación, dado que actúa por orden, no por 
mn o o, 

o poder; no es representante, sino instumento de la posesión, toda 

A z 0 vez que no está en un plano de igualdad con el poseedor sino que 

Á 

      28 Cf, Hernández Gil, Ob. Po 1. 
o > Ibidem, p. 111, Vid. también Diez-Picazo, Sistema..., p. 107. 
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